ACCIÓN DE TUTELA PRIMERA INSTANCIA 

                                                       RADICACIÓN: 66001 31 04 003 2016 00050 00
 ACCIONANTE: MARÍA TERESA PELÁEZ AGUIRRE
ACCIONADOS: MINISTERIO DE DEFENSA NAL. Y OTRO
ASUNTO: CONCEDE 

DERECHO DE PETICIÓN/ Falta de vulneración cuando la respuesta salvaguarda el núcleo esencial del derecho/ Contestación de fondo
“(…) con el oficio No.S-2016-037567-DIPON del 11 de febrero de 2016 la Policía Nacional le respondió de fondo la solicitud de la accionante cuando le explicó que de manera concisa que el régimen especial y excepcional de pensiones que posee la entidad no contempla la figura de indemnización sustitutiva ni devolución de aportes; así mismo, se le informó a la actora que la Policía Nacional reconoce y paga por el tiempo servido por sus ex funcionarios, bajo la liquidación de bono pensional o cuota parte, previa solicitud de la entidad del Régimen de Prima Media o Fondo de Pensiones, y de acuerdo a las condiciones dadas en la normatividad, esto para aquellos que cumplan con los requisitos exigidos para obtener la Pensión de Vejez, Invalidez, o de Sobreviviente, Devolución de Aportes y/o indemnización Sustitutiva a fin de contribuir al capital necesario para financiar la misma.”
DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO/ Lesión por dejar de indicar los recursos disponibles contra el acto administrativo

“(…) esta Corporación considera le asiste la razón al apoderado de la accionante en cuanto a que en el oficio No.S-2016-037567-DIPON del 11 de febrero de 2016 la Policía Nacional no indicó los recursos de ley que se pueden interponer en contra de la negativa del reconocimiento de la prestación pensional reclamada, ni los términos para hacer uso de los mismos. De tal manera, que en el caso en concreto se advierte que tal omisión transgrede el derecho fundamental al debido proceso, toda vez que para acudir a la justicia contenciosa administrativa, la accionante debe agotar la vía gubernativa. Por lo tanto, le asiste el derecho a la señora Peláez Aguirre la posibilidad de impugnar la actuación administrativa que considera contraria a sus intereses y que sea revisada por la propia administración (…)”
Citas: Corte Constitucional sentencia T-455 de 2005, T-142 de 2012 y T-533 de 2014.
 RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image1.png]




TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, dieciséis (16) de marzo de dos mil dieciséis (2016)

Aprobado por Acta No.236 
Hora: 3:50 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver en primera instancia la acción de tutela presentada por la señora María Teresa Peláez Aguirre contra el Ministerio de Defensa Nacional y la Policía Nacional.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES 
2.1. Narró la actora que con ocasión al fallecimiento de su esposo, señor Jorge Eliécer Ospina García el 25 de septiembre de 2011, solicitó ante la Policía Nacional- Ministerio de Defensa Nacional el reconocimiento de la pensión sustitutiva de sobrevivientes, la cual fue negada mediante el oficio No.S-2016-037567-DIPON/ARPRE-GUBOC 1-10 del 11 de febrero de 2016 con el argumento de que la Policía Nacional no es un fondo de pensiones; así mismo, con la mencionada comunicación, la actora indicó que le resolvieron un asunto que no estaba en su petición, lo que consideró incoherente, de acuerdo a lo establecido en la Sentencia T-377 de 2000.  
2.2. La accionante invocó como vulnerados sus derechos fundamentales a la dignidad humana, igualdad, petición y debido proceso.

2.3. En el acápite de pretensiones, indicó las siguientes: i) tutelar los derechos fundamentales antes mencionados; ii) ordenar al representante legal de la entidad “NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL” resolver de manera clara, precisa y de fondo la petición formulada y iii) que se dé cumplimiento a lo establecido en el artículo 23 de la C.N.

2.4. Adjuntó fotocopia de los siguientes documentos: i) cédula de ciudadanía a nombre de la accionante; ii) cédula de ciudadanía a nombre del señor Jorge Eliécer Ospina García; iii) guía de la empresa De Prisa; iv) derecho de petición dirigido al Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional y v) respuesta emitida por la Jefe Área de Prestaciones Sociales de la Policía Nacional (Fls. 6-18)

2.5. Mediante auto del 3 de marzo de 2016 se avocó el conocimiento de la presente acción de tutela y se ordenó correr traslado de la misma al Ministerio de Defensa Nacional y Policía Nacional (folio 23).
3.  SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA
3.1. POLÍCIA NACIONAL – SECRETARÍA GENERAL 
La Jefe de Área de Prestaciones Sociales informó que revisados los antecedentes que reposan a nombre de la señora María Teresa Peláez Aguirre, se observa que a la petición objeto de acción de amparo se le suministró respuesta de fondo a través del comunicado oficial No.037567 del 11 de febrero de 2016, en el que se le indicó que la Policía Nacional posee un régimen prestacional y pensional especial de carácter constitucional inmerso en los artículos 150 y 218 (sic) por lo que el legislador los decretos que en todo tiempo desarrollan la carrera del personal uniformado, son creados en ejercicio de una función reglada con clasificación, nomenclatura de cargos y sistema salarial y prestacional y pensional propio, el cual no puede irrumpir con el principio de legalidad contentivo en el artículo 6º de la C.N. En tal virtud, las normas que regulan los reconocimientos prestacionales de la Policía Nacional no contemplan la figura de “indemnización sustitutiva o devolución de aportes”, la que sí se encuentra consagrada en el artículo 37 de la Ley 100 de 1993, reglamentado por el Decreto 1730 de 2001.

No obstante lo anterior, informó que la Policía Nacional reconoce los tiempos de servicio de sus ex funcionarios previa vinculación al régimen general de la Ley 100 de 1993, quienes deben llevar a su última administradora de pensiones el certificado de tiempo en los formatos 1,2 y 3 B conforme lo normado en la circular 13 del Ministerio de Trabajo y la Protección Social.  Por lo tanto, previa presentación a la Policía Nacional de la solicitud del bono pensional, el estimativo de la cuota parte pensional o cálculo por parte de la administradora de pensiones que realizará el reconocimiento pensional  actuarial o la prestación establecida en la Ley 100 de 1993 por lo que la institución realiza las actuaciones administrativas para la movilidad de los recursos financieros en el sistema de seguridad social en pensiones, siendo éstos los bonos o títulos pensionales, movimientos de capital por traslado entre regímenes y cuotas partes, figuras que brindan la posibilidad de trasladar de una institución a otra sin importar su naturaleza jurídica, los dineros que por concepto de cotizaciones o tiempos servidos a entidades estatales un trabajador ha efectuado durante su vida laboral.

Señaló que a la fecha ningún fondo de pensiones ha presentado a la Policía Nacional liquidación de indemnización sustitutiva a favor de la señora María Teresa Peláez Aguirre en calidad de esposa del señor Ospina García, donde se indique el porcentaje a cargo de la cuota parte para su reconocimiento y pago por una sola vez, por lo que el Área de Prestaciones Sociales – Grupo de Bonos y Cuotas Partes Pensionales en la actualidad le es imposible realizar el traslado del capital correspondiente por tiempo laborado en la institución por el señor Ospina García.

Propuso como excepciones: i) improcedencia por existir otro medio de defensa judicial como lo es la jurisdicción contenciosa administrativa, ii) falta de demostración de perjuicio irremediable e iii) inexistencia de violación de derechos fundamentales.

Por lo tanto, solicitó: i) declarar la improcedencia de la acción de tutela toda vez que la negativa del reconocimiento de la indemnización sustitutiva corresponde a la aplicación del principio de legalidad; ii) no existe trasgresión de derecho alguno que deba protegerse por vía de tutela, ya que no se trata de un proceso declarativo de derechos, sino constitutivo de protección de los mismos y iii) a la actora se le contestó su petición por parte del Área de Prestaciones Sociales. (Fls. 29-33)

Adjuntó copia de la comunicación No.S-2016-037567-DIPON del 11 de febrero de 2016 (folio 34). 
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico 
Corresponde a esta Sala determinar si las entidades demandadas y vinculadas vulneraron los derechos fundamentales invocados por la accionante, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo.  

6.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. La Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.

6.6. Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

6.7. En la Sentencia T-142 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.6”

6.7.1. Ahora bien, frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente:
“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.
 

Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos.
 

El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de representación a través de abogado, o de persona mayor cuando se trate de menores en relación a las entidades dedicadas a su protección o formación.”

A su vez, el artículo 14º de dicha normatividad, reza: 

6.8. DERECHO FUNDAMENTAL DEL DEBIDO PROCESO

El derecho fundamental al debido proceso se encuentra consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política y establece que éste debe ser aplicado a todas las actuaciones judiciales y administrativas.

 

El debido proceso contiene las garantías necesarias para proteger los derechos fundamentales de las personas sometidas a actuaciones realizadas por órganos judiciales y administrativos.  Para que esto suceda es necesario que exista una regulación previa en la cual se determine el desarrollo de los actos que se estén realizando, las oportunidades de intervención de las partes, mecanismos de defensa, entre otros. De ahí que se proceda a proteger la efectiva aplicación de la impartición de justicia.

 

Adicionalmente  se pretende asegurar un buen desarrollo de la función pública administrativa que se encuentre acorde con los lineamientos Constitucionales y legales con el fin de evitar actuaciones abusivas y arbitrarias por parte de los órganos administrativos.

 

Frente a lo expuesto, la Corte Constitucional en la Sentencia C-089 de 2011 afirmó que “el derecho al debido proceso administrativo se vulnera por parte de las autoridades públicas, cuando estas no respetan las normas sustanciales y procedimentales previamente establecidas por las leyes y los reglamentos y con ello se vulnera de contera el derecho al acceso a la administración de justicia.”
 
De ahí que, cualquier actuación administrativa que se encuentre contraria a los lineamientos preestablecidos por los órganos judiciales conlleva a la vulneración del derecho fundamental al debido proceso.  

 

6.8.1. Así mismo, la Corte Constitucional indicó en la Sentencia T-455 de 2005, de la siguiente manera:
De conformidad con lo establecido en el artículo 29 de la Carta Política, los derechos al debido proceso y a la defensa, deben observarse tanto en los procedimientos de tipo administrativo como en los de naturaleza judicial. Por ello, resulta contrario al derecho al debido proceso que, a pesar de que formalmente un procedimiento reconozca la posibilidad de contradecir una prueba, o la oportunidad para ejercer un recurso contra una decisión de la autoridad encargada de la prestación del servicio, en la práctica, sea la empresa estatal quien adopte la decisión final en contra del administrado y empiece a ejecutarla sin haberle permitido materialmente controvertir la resolución que lo perjudica. “El debido proceso así como las demás libertades públicas son límites materiales insalvables a la acción de la administración, que no puede reclamar para sí ningún poder general para condicionarlas o coartarlas so pretexto de buscar un fin loable,  ya que en el Estado social de derecho también importan los medios que no sólo deben ser razonables y proporcionales”. 

6.9.  DEL CASO EN CONCRETO:

6.9.1. Acude la señora María Teresa Peláez Aguirre con el fin de que se ordene al Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional que resuelva de manera clara, precisa y de fondo su petición tendiente a que se proceda al reconocimiento y pago de una indemnización sustitutiva de la pensión de sobrevivientes, con ocasión del fallecimiento de su cónyuge, señor Jorge Eliécer Ospina García ocurrido el 25 de septiembre de 2011, tal como se solicitó mediante escrito recibido en la Policía Nacional el 4 de febrero de 2016 (Fls. 11-17), toda vez que consideró que la respuesta emitida por la Jefe del Área de Prestaciones Sociales de la Policía Nacional mediante el oficio No.S-2016-037567-DIPON del 11 de febrero de 2016 (folio 18) no cumplía con los requisitos jurisprudenciales que la Corte Constitucional ha reiterado sobre el derecho de petición en la Sentencia T-377 de 2000, en el sentido que la entidad demandada se limitó a manifestar que no era la competente para reconocer la indemnización solicitada y requirió hacer un trámite diferente que no fue solicitado, sin expedir una acto administrativo motivado que expresara las razones de hecho y de derecho y sobre todo, que indicara los recursos de ley susceptibles de interponer; por lo tanto, invocó como vulnerados sus derechos fundamentales de petición y debido proceso.
6.9.2.  Revisada la petición de la accionante, se observa que su apoderado judicial indicó que el señor Jorge Eliécer Ospina García prestó sus servicios como agente de la policía desde el 1º de agosto de 1986 hasta el 24 de mayo de 1996, quien contrajo matrimonio con la señora María Teresa Peláez el 23 de septiembre de 1987 y que ante el fallecimiento del señor Ospina García el 25 de septiembre de 2011, su cónyuge es la única persona llamada a reclamar la indemnización sustitutiva de pensión de sobrevivientes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley 100 de 1993 y en la Sentencia T-149 de 2012 (Fls. 11-17). 

6.9.3. Frente al pedimento de la actora, la Jefe del Área de Prestaciones Sociales de la Policía Nacional contestó lo siguiente; 
“La Policía Nacional posee un régimen prestacional y pensional especial de carácter Constitucional inmerso en los artículos 150 y 218, enmarcada en una situación legal y ejercicio de una función reglada con clasificación, nomenclatura de cargos y sistema salarial, prestacional y pensional propio, motivo por el cual no puede irrumpir con el principio de legalidad contentivo del artículo 6 Constitucional, en salvaguarda de las garantías consagradas en los artículos 42 y 44 de la Carta, razón por la cual mal podría aceptarse el reconocimiento de figuras del Régimen de Prima Media con Prestación Definida no contemplados en nuestras normas de carácter especial.

En consecuencia, dentro de un Régimen Especial v excepcional de Pensiones (artículo 279 de la Ley 100/93), no se contempla la figura de Indemnización Sustitutiva ni devolución de aportes como lo establece la norma ibídem, no siendo posible su aplicación en virtud a los principios de temporalidad, legalidad, especialidad e inescindibilidad de la norma, pues resultarían inocuos o contrarios al objetivo previsto por la Constitución' y sus normas reglamentarias.

Igualmente es importante señalar que al personal uniformado y no uniformado que perteneció a la Policía Nacional, dentro de su régimen especial, de su salario no se le hace descuentos a fin de efectuar cotizaciones para pensión ante ninguna administradora de pensiones.
No obstante el personal que laboró con la Policía Nacional, retirado por cualquier causal y que no cumpla con los requisitos exigidos por la Ley en el régimen especial para la asignación de retiro, previa vinculación al régimen general (Ley 100 de 1993) se le podrá realizar el reconocimiento y pago del bono pensional teniendo en cuenta su finalidad y definición estipulada en la norma precedente y según el artículo 115 …
Acorde a la norma en mención, y según lo contemplado en el literal f artículo 13, de la ley 100 de 1993 la Policía Nacional reconoce y paga por el tiempo servido por sus ex funcionarios, bajo la liquidación de bono pensional o cuota parte, previa solicitud de la entidad del Régimen de Prima Media o Fondo de Pensiones, y de acuerdo a las condiciones dadas en la normatividad, esto para aquellos que cumplan con los requisitos exigidos para obtener la Pensión de Vejez, Invalidez, o de Sobreviviente, Devolución de Aportes y/o indemnización Sustitutiva a fin de contribuir al capital necesario para financiar la misma. Igualmente es importante señalar que debe encontrarse afiliado a una Aseguradora o Fondo de Pensiones y Cesantías…” (Subrayas nuestras)
6.9.4. De conformidad con la norma y la doctrina constitucional que hacen relación al derecho fundamental del derecho de petición, se reitera que dicha prerrogativa demanda una pronta y oportuna respuesta de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, sin importar que sea favorable a los intereses del peticionario, debe ser escrita y en todo caso cumplirá
 con estos requisitos: “1. Oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.”.  Por ende, se vulnera este derecho cuando (i) la entidad deja de emitir una respuesta en un lapso que, en los términos de la Constitución, se ajuste a “pronta resolución”, (ii) la supuesta respuesta se limita a evadir la petición, o carece de claridad, precisión y congruencia, (iii) o no se comunique la respuesta al interesado.  Es decir que el derecho de petición consagra que la respuesta de la autoridad debe incluir un análisis profundo y detallado de los supuestos fácticos y normativos que rigen el tema, así, se requiere “una contestación plena que asegure que el derecho de petición se ha respetado y que el particular ha obtenido la correspondiente respuesta, sin importar que la misma sea favorable o no a sus intereses” 
.(Subrayas nuestras)
Por lo acabado de subrayar, la Sala considera que con el oficio No.S-2016-037567-DIPON del 11 de febrero de 2016 la Policía Nacional le respondió de fondo la solicitud de la accionante cuando le explicó que  de manera concisa que el régimen especial y excepcional de pensiones que posee la entidad no contempla la figura de indemnización sustitutiva ni devolución de aportes; así mismo, se le informó a la actora que la Policía Nacional reconoce y paga por el tiempo servido por sus ex funcionarios, bajo la liquidación de bono pensional o cuota parte, previa solicitud de la entidad del Régimen de Prima Media o Fondo de Pensiones, y de acuerdo a las condiciones dadas en la normatividad, esto para aquellos que cumplan con los requisitos exigidos para obtener la Pensión de Vejez, Invalidez, o de Sobreviviente, Devolución de Aportes y/o indemnización Sustitutiva a fin de contribuir al capital necesario para financiar la misma.

6.8.5. Sin embargo lo acabado de analizar, esta Corporación considera le asiste la razón al apoderado de la accionante en cuanto a que en el oficio No.S-2016-037567-DIPON del 11 de febrero de 2016 la Policía Nacional no indicó los recursos de ley que se pueden interponer en contra de la negativa del reconocimiento de la prestación pensional reclamada, ni los términos para hacer uso de los mismos.  De tal manera, que en el caso en concreto se advierte que tal omisión transgrede el derecho fundamental al debido proceso, toda vez que para acudir a la justicia contenciosa administrativa, la accionante debe agotar la vía gubernativa. Por lo tanto, le asiste el derecho a la señora Peláez Aguirre la posibilidad de impugnar la actuación administrativa que considera contraria a sus intereses y que sea revisada por la propia administración, tal como lo indicó la Corte Constitucional en la Sentencia T-533 de 2014, como a continuación se transcribe:

3.3.1. La Constitución, en el artículo 29, consagra el derecho fundamental al debido proceso y establece que se aplicará a toda clase de actuaciones, ya sean ellas judiciales o administrativas. Como lo ha señalado esta Corporación, el debido proceso es un derecho de aplicación inmediata (CP art. 85), que en relación con el desarrollo de las actuaciones administrativas, pretende regular el ejercicio de las facultades de la Administración, cuando en virtud de su realización puedan llegar a comprometer los derechos de los administrados.

 

De esta manera, el debido proceso administrativo se ha definido como la regulación jurídica que de manera previa limita los poderes de las autoridades públicas y establece las garantías de protección a los derechos de los administrados, de modo que ninguna de sus actuaciones dependa de su propio arbitrio, sino que se encuentren sujetas siempre a los procedimientos previstos en la ley[12]. En este orden de ideas, por ejemplo, en la Sentencia C-980 de 2010[13], esta Corporación indicó que: “(…) Dentro de ese marco conceptual, la Corte se ha referido el debido proceso administrativo como ‘(i) el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa, (ii) que guarda relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera constitucional y legal’[14](…)”.
 

Por esta razón, se ha considerado que se presenta una vulneración del citado derecho, cuando son desconocidas las disposiciones a las que ha de sujetarse el desenvolvimiento de la función administrativa. Precisamente, en la referida Sentencia C-980 de 2010, esta Corporación señaló que: “el debido proceso administrativo se entiende vulnerado, cuando las autoridades públicas no siguen los actos y procedimientos establecidos en la ley y los reglamentos, y, por esa vía, desconocen las garantías reconocidas a los administrados[15]”.
 

3.3.2. Conforme a lo dispuesto en el artículo 209 de la Constitución Política, resulta relevante mencionar que la función administrativa se adelantará con fundamento en ciertos principios, entre los cuales se halla el de la publicidad. Con el propósito de puntualizar su alcance, el artículo 3º de la Ley 1437 de 2011[16] (en adelante CPACA), lo contempla como el deber de las autoridades de dar a conocer al público y a los interesados sus actos, mediante las comunicaciones, publicaciones y notificaciones que ordene la ley.

 

Adicionalmente, el CPACA también categoriza al debido proceso como un principio, cuyo objeto es garantizar los derechos de defensa y contradicción de quienes se someten al desarrollo de una actuación administrativa[17].

 

La armonización de ambos principios conduce a entender que existe a cargo de la Administración la obligación de dar a conocer sus actos y que, como consecuencia de ello, siempre que existan razones para discrepar de su contenido, los interesados pueden ejercer mecanismos de defensa con el fin de controvertirlos. A juicio de esta Sala, lo anterior explica la posibilidad de interponer recursos contra los actos administrativos definitivos[18], cuyo objeto es decidir  –directa o indirectamente– el fondo del asunto o hacer imposible la continuación de una actuación[19], pues a través de ellos se garantiza la contradicción de los administrados y se les brinda la oportunidad de cuestionar las decisiones que los afecten.

 
3.3.3. Por regla general, según lo dispone el artículo 74 del CPACA, contra los actos definitivos procederán los siguientes recursos: “1. El de reposición, ante quien expidió la decisión para que la aclare, modifique, adicione o revoque; 2. El de apelación, para (sic) ante el inmediato superior administrativo o funcional con el mismo propósito (…) [y]; 3. El de queja, cuando se rechace el de apelación (…)”. En cambio, de conformidad con el artículo 75 del mismo Código: “No habrá recurso contra los actos de carácter general, ni contra los de trámite, preparatorios, o de ejecución excepto en los casos previstos en norma expresa”[20].
 

Esta diferencia es crucial, pues –por regla general– los actos definitivos, para ser controvertibles ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, imponen como requisito previo para demandar, el agotamiento de los recursos que de acuerdo con la ley fueren obligatorios[21]. Así las cosas, el ordenamiento jurídico exige la impugnación de la actuación administrativa, con miras a que la propia Administración tenga la posibilidad de revisar la juridicidad o legalidad del acto, con el fin de que lo aclare, modifique o revoque[22].  (Subrayas nuestras)
 

Así las cosas, este Tribunal amparará el derecho fundamental al debido proceso de la señora María Teresa Peláez Aguirre y en consecuencia, se ordenará al a la Jefe de Área de Prestaciones Sociales de la Policía Nacional, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir de la notificación de la presente sentencia, expida un acto administrativo en el que se le indique a la accionante qué clase de recursos legales y los términos para instaurarlos,proceden en contra de lo resuelto en la comunicación No.S-2016-037567-DIPON del 11 de febrero de 2016, mediante la cual decidió su petición de reconocimiento y pago de una indemnización sustitutiva de la pensión de sobrevivientes con ocasión al fallecimiento de su cónyuge, señor Jorge Eliécer Ospina.  
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley
FALLA

Primero: TUTELAR el derecho fundamental al debido proceso invocado por el apoderado judicial de la señora María Teresa Peláez Aguirre.
Segundo: ORDENAR  a la Jefe de Área de Prestaciones Sociales (o a quien haga sus veces) de la Policía Nacional, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir de la notificación de la presente sentencia, expida un acto administrativo en el que se le indique a la  señora María Teresa Peláez Aguirre qué clase de recursos legales y los términos para instaurarlos, proceden en contra de lo resuelto en la comunicación No.S-2016-037567-DIPON del 11 de febrero de 2016, mediante la cual decidió su petición de reconocimiento y pago de una indemnización sustitutiva de la pensión de sobrevivientes con ocasión al fallecimiento de su cónyuge, señor Jorge Eliécer Ospina. 

Tercero: Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARIA ELENA RÍOS VÁSQUEZ 

Secretaria
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.
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� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero 





� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-146 del 06-08-2012; MP: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.


� T- 249 de 2001 “…pues no puede tenerse como real contestación la que sólo es conocida por la persona o entidad de quien se solicita la información”. T-912 de 2003 en la que se dice:” según lo tiene establecido la Corte, una respuesta dirigida al juez de tutela no constituye una respuesta clara y oportuna notificada al interesado”.
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